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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Cancio Bigas 

 
Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de septiembre de 2018. 

Comparece la señora Nydia Kercado Salgado (apelante), y nos 

solicita que revoquemos la Sentencia dictada por por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Carolina (TPI), el 9 de marzo de 2018 y 

notificada el 13 de marzo de 2018. Mediante el referido dictamen, el 

TPI amparado en la Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, infra, 

desestimó con perjuicio la reclamación presentada por la apelante 

en contra de StoneMor Partners L.P. (StoneMor)1, las señoras 

Omayra Sánchez Álamo, Catherine Rivera López, por sí y en 

representación de sus respectivas Sociedades de Bienes 

Gananciales (en conjunto, apelantes). 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca el dictamen apelado.  

I 

El 2 de marzo de 2015, la apelante presentó una demanda en 

contra de los apelados al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo 

                                                 
1 Se desprende del expediente que el nombre correcto de esta parte es Stonemor 

Puerto Rico Cementery and Funeral, Inc. 
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de 1976, 29 LPRA sec. 185(a) et seq. (Ley 80), la Ley Núm. 115 de 

20 de diciembre de 1991, 29 LPRA sec. 194 et seq. (Ley 115) y la Ley 

Núm. 379 de 15 de mayo de 1948, 29 LPRA sec. 274 et seq. (Ley 

379). La apelante solicitó que el pleito se tramitase bajo el 

procedimiento sumario de reclamaciones laborales que provee la Ley 

Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA secs. 

3118 et seq. (Ley 2). En síntesis, la apelante alegó que fue objeto de 

un patrón de acoso y represalias mientras laboró para la empresa 

apelada, lo cual creó un ambiente hostil de trabajo que provocó que 

tuviese que renunciar a su empleo. 

El 18 de marzo de 2015, los apelados comparecieron en 

conjunto y presentaron su Contestación a la Demanda y una 

Solicitud de Desestimación por Inexistencia de Causa de Acción. En 

su contestación, negaron las alegaciones de la reclamación 

presentada en su contra. De igual manera, arguyeron que la 

apelante no fue sometida a un ambiente de hostigamiento y 

represalias que culminó con su despido constructivo, sino que ésta 

renunció voluntariamente ante una oportunidad de empleo que le 

surgió. En cuanto a la solicitud de desestimación, los apelados 

argumentaron que procedía la desestimación de las reclamaciones 

que se instaron en contra de la Sra. Sánchez Álamo y la Sra. Rivera 

López, ya que los estatutos bajo los cuales se presentó la demanda 

no contemplan la imposición de responsabilidad civil individual a 

supervisores y otros empleados del patrono. Por otro lado, en esta 

misma fecha los apelados presentaron una Solicitud para que la 

reclamación se tramite bajo el procedimiento ordinario.2 

El 6 de abril de 2015, el TPI emitió una Orden a la apelante 

para que replicara a la solicitud de desestimación en un término de 

                                                 
2 El 27 de abril de 2015, la apelante presentó una moción mediante la cual se 

allanó a que el caso se tramitara por la vía ordinaria. Ante ello, el 5 de junio de 

2015 el TPI emitió una Orden para que el caso continuara bajo el trámite 

ordinario. Véase apéndice del recurso, pág. 42. 
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veinte días. De igual manera, le concedió un término de diez días 

para que informara su posición en cuanto a la contestación a su 

reclamación. No obstante, el 6 de mayo de 2015 la apelante presentó 

una solicitud de prórroga para expresarse en torno a la solicitud de 

desestimación ante la consideración del TPI. Cabe destacar, que la 

Orden emitida por el TPI el 6 de abril de 2015 fue objeto de una 

notificación enmendada emitida el 17 de junio de 2015. 

El 8 de junio de 2015, la apelante presentó un escrito 

intitulado Solicitud de descalificación de representante legal de la 

parte demandada y para que se deje en suspenso moción de 

desestimación de parte demandada. Alegó, que existía un conflicto 

de intereses que impedía la representación legal simultánea de 

Stonemor, la Sra. Sánchez Álamo y la Sra. Rivera López, pues 

existían intereses encontrados entre las partes. Ante ello, solicitó al 

TPI que, de ordenarse la descalificación de la representación legal de 

los apelantes, se declarara nula la contestación de la demanda y la 

moción de desestimación presentada.  

El 9 de junio de 2015, la parte apelada presentó su oposición 

a la solicitud de descalificación. En síntesis, los apelados 

argumentaron que la apelante carecía de legitimación para solicitar 

la descalificación de sus abogados e indicaron que en este caso no 

existían intereses encontrados que impidieran que éstos asumieran 

la representación simultánea de la empresa y sus empleadas 

codemandadas. El 9 de julio de 2015, la apelante compareció ante 

el TPI y solicitó que se le concediera “un término de veinte días para 

expresarnos sobre dicha moción de desestimación una vez atienda 

la solicitud de descalificación y la correspondiente oposición 

presentada por las partes”.3 

                                                 
3 Véase apéndice del recurso, pág. 44. 
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El 29 de junio de 2015, el TPI emitió un Orden señalando una 

vista para el 9 de diciembre de 2015 durante la cual se discutiría la 

solicitud de descalificación. Así las cosas, el 9 de diciembre de 2015 

el TPI emitió una Orden mediante la cual concedió la descalificación 

solicitada y se le otorgó un término de veinte días a los apelados 

para que anunciaran nueva representación legal. Igualmente, se le 

ordenó a la apelante presentar su posición en cuanto a la solicitud 

de desestimación en un término de veinte días. Así pues, el 28 de 

diciembre de 2015 la apelante presentó su Oposición a Moción de 

Desestimación. En particular, la apelante argumentó que no 

procedía la desestimación de la demanda presentada en contra de 

la Sra. Sánchez Álamo y la Sra. Rivera López, pues: 

[u]n examen de todas las alegaciones de la demanda en este 
caso revela claramente que se hacen alegaciones especificas 
contra todos y cada uno de dichos demandados (Sánchez y 
Rivera) en su carácter personal, ante la conducta particular 
de cada una de ellas contra la demandante en violación a la 
dignidad de la demandante al amparo de su derecho a la 
dignidad, a su derecho a la intimidad y a que no se perturbe 
y se le cause daños a su persona por actos u omisiones 
culposas y negligentes.4 
 

El 19 de enero de 2016, los apelados presentaron su Réplica 

a oposición a Moción de Desestimación. En esta reiteraron que 

conforme al estado de derecho aplicable y asumiendo como ciertos 

los hechos alegados en la demanda, la Sra. Sánchez Álamo, la Sra. 

Rivera López, por sí y en representación de sus respectivas 

Sociedades de Bienes Gananciales no responden por los daños y 

reclamos de la apelante. Así pues, el 20 de enero de 2016 el TPI 

emitió varias órdenes, las cuales fueron notificadas el 28 de enero 

de 2016, entre éstas destacan el cambio de sala que atendería el 

caso. En particular, se dispuso sobre que en cuanto a la “Oposición 

a Moción de Desestimación: se deja pendiente para que sea 

adjudicada por el juez que sea asignado oportunamente […]”.5 

                                                 
4 Véase apéndice del recurso, pág. 57. 
5 Íd., pág. 75. 
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El 22 de junio de 2016, la apelante presentó una solicitud ante 

el TPI para que se le ordenara a la parte apelada acatar la orden 

mediante la cual se descalificó a sus abogados y anunciaran nueva 

representación legal. Asimismo, solicitó que ordenara que se 

paralizara el descubrimiento de prueba hasta que los apelados 

cumplieran con lo previamente ordenado. El TPI señaló una vista 

para el 20 de septiembre de 2016 en la que se discutiría la petición 

de la apelante y estatus del caso. Durante la vista, los apelados 

argumentaron que la Orden de 9 de diciembre de 2015, en la que se 

concedió la descalificación de los abogados de los apelados, no se 

había notificado adecuadamente. Ante ello, el TPI ordenó que se 

renotificara la referida orden, sin embargo, nada dispuso sobre la 

paralización del descubrimiento de prueba que le fue solicitada. El 

23 de noviembre de 2016, los apelados presentaron una solicitud 

reconsideración de la referida orden, la cual fue denegada mediante 

Orden emitida por el TPI el 18 de enero de 2017. 

Luego de varias incidencias relacionadas a la representación 

legal de los apelados, para que fuera acorde con lo ordenado por el 

tribunal, el 5 de enero de 2018 las apeladas Sánchez Álamo y Rivera 

López presentaron Moción Solicitando Desestimación por Inactividad. 

En síntesis, éstas alegaron que la apelante no había realizado 

trámite alguno en el caso por un periodo de nueve meses y le imputó 

intransigencia a la apelante ante la falta de un acuerdo entre las 

partes para realizar una deposición. El 8 de enero de 2018, 

Stonemor presentó una moción uniéndose a la petición de 

desestimación presentada por las co-apeladas.  

El 19 de enero de 2018, la apelante presentó su Oposición a 

Moción de Desestimación. Arguyó, entre otras, que la dilación en los 

procedimientos se debió a los cambios de sala, la descalificación de 

los abogados de la parte apelada y a las eventuales mociones 

asumiendo representación legal. En cuanto a la deposición, la 
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apelante indicó que al momento en que las apeladas sometieron 

fechas para ello que no eran hábiles, se propusieron fechas alternas 

que nunca fueron confirmadas. Asimismo, indicó que su 

representación legal les informó a los apelados que la apelante no 

estaría disponible hasta marzo de 2018. La apelante indicó que se 

había tenido que trasladar fuera de la jurisdicción luego de los 

eventos del Huracán María y no podría viajar a la isla hasta marzo 

de 2018.  

El 9 de marzo de 2018, el TPI dictó la Sentencia objeto del 

presente recurso, la cual fue notificada el 13 de marzo de 2018 y 

mediante la cual desestimó la demanda con perjuicio presentada por 

la apelante. El foro de primera instancia concluyó que, a tenor con 

las disposiciones de la Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, infra, y 

a la inacción de la apelante durante más de nueve meses, procedía 

que se desestimara el caso. El TPI determinó que las explicaciones 

que proveyó la apelante para las dilaciones no constituían justa 

causa para su inacción en el pleito. El 28 de marzo de 2018, la 

apelante presentó una solicitud de reconsideración, la cual fue 

denegada mediante Resolución emitida por el TPI el 11 de mayo de 

2018 y notificada el 16 de mayo de 2018. 

En desacuerdo con la determinación del foro de primera 

instancia, la apelante acude ante este Tribunal de Apelaciones y nos 

plantea el siguiente señalamiento de error:  

Erró el TPI y abusó de su discreción al desestimar con 
perjuicio la demanda de marras por alegada inactividad sin 
cumplir con los requisitos que establece la Regla 39.2 (b) de 
Procedimiento Civil y la jurisprudencia aplicable y teniendo 
ante su consideración un asunto sin resolver.  

 

II 

 
A. La desestimación por inactividad  

 

En nuestro ordenamiento, “la función del tribunal 

sentenciador es atender los casos y asuntos inmediatamente ante 

su consideración”. Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117, 141 
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(1996). En ese sentido y de ordinario, los tribunales están obligados 

a intervenir oportuna y efectivamente para desalentar la falta de 

diligencia y el incumplimiento de sus órdenes. Mejías et. al. v. 

Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 298 (2012); Dávila v. Hosp. San 

Miguel, Inc., 117 DPR 807, 819 (1986). Ello es cónsono con las 

disposiciones de la Regla 1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 1, la cual establece que dicho cuerpo normativo debe 

interpretarse de un modo que faciliten el acceso a los tribunales y el 

manejo del proceso, de manera que garanticen una solución justa, 

rápida y económica de todo procedimiento. Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580 (2011). Por tanto, si el tribunal 

determina que la conducta de una parte es tal que perjudica y 

entorpece los procedimientos tiene “amplia facultad para prohibir, 

sancionar o castigar este tipo de conducta y actitud”. Rivera v. 

Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 930 (1996). 

Entre la diversidad de posibles sanciones, se encuentra la 

desestimación por inactividad contemplada por la Regla 39.2(b) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 39.2(b). La referida regla 

dispone lo siguiente: 

b) El tribunal ordenará la desestimación y el archivo de 
todos los asuntos civiles pendientes en los cuales no se 
haya efectuado trámite alguno por cualquiera de las 
partes durante los últimos seis meses, a menos que tal 
inactividad se le justifique oportunamente. Mociones 
sobre suspensión o transferencia de vista o de prórroga 
no serán consideradas como un trámite a los fines de esta 
regla.  

 
El tribunal dictará una orden en todos dichos asuntos, la 
cual se notificará a las partes y al abogado o abogada, 
requiriéndoles dentro del término de diez (10) días desde 
que el Secretario o Secretaria les notifique, que expongan 
por escrito las razones por las cuales no deban 
desestimarse y archivarse los mismos. 

 

c) […] A menos que el tribunal en su orden de desestimación 
lo disponga de otro modo, una desestimación bajo esta 
Regla 39.2 de este apéndice y cualquier otra 
desestimación, excepto la que se haya dictado por falta 
de jurisdicción o por haber omitido acumular una parte 
indispensable, tienen el efecto de una adjudicación en los 
méritos. 
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 Ahora bien, en nuestra jurisdicción impera la política judicial 

de que los casos se ventilen en sus méritos, a fin de cumplir con el 

interés de que todo litigante tenga su día en corte. Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., supra; Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 154 

DPR 217 (2001); Amaro González v. First Fed. Savs., 132 DPR 1042 

(1993). Así pues, aunque las partes tienen el deber de ser diligentes 

y proactivos en el manejo procesal de sus casos, la desestimación 

de las causas de acciones es una medida extrema y drástica a la 

cual los tribunales no deben acudir desmesuradamente. Sánchez 

Rodríguez v. Adm. de Corrección, 177 DPR 714 (2009); Banco Popular 

v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 864 (2005). 

Es por ello, que nuestro máximo foro ha establecido como 

norma general, que la desestimación de una demanda es la sanción 

más drástica que se puede imponer, por lo que los tribunales deben 

establecer un balance entre el interés de tramitar los casos 

rápidamente y que éstos sean resueltos en sus méritos. Banco 

Popular v. S.L.G. Negrón, supra. Por tal razón, en el contexto de la 

Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, supra, también se ha 

reconocido como norma que, antes de proceder a la desestimación 

de un caso como sanción, debe haber quedado demostrado de 

forma clara y fehaciente la desatención y el abandono total de 

la parte con interés, además de constatarse que otras sanciones, 

como lo sería una sanción económica al abogado de la parte, hayan 

sido ineficaces. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra.  

Es decir, no debe desestimarse un pleito al amparo de la 

Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, supra, sin antes haber 

impuesto otras sanciones y sin haber un previo apercibimiento. 

Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra. Más importante resulta el 

hecho de que la jurisprudencia ha establecido que sanciones 

drásticas, como la desestimación del caso, no son favorecidas 

judicialmente y sólo se justifican en casos en los cuales la 
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conducta de la parte sancionada ha sido contumaz, de mala fe 

o intencional; es decir, cuando no exista duda de la 

irresponsabilidad o contumacia de la parte a quien se sanciona. 

Acevedo v. Compañía Telefónica, 102 DPR 787 (1974); Fernández 

Sánchez v. Fernández Rodríguez, 120 DPR 422 (1988); Valentín v. 

Mun. de Añasco, 145 DPR 887 (1998). 

III 

En síntesis, la apelante argumenta que el foro de primera 

instancia erró al desestimar con perjuicio su reclamación por 

inactividad. Ello, tomado en consideración que aún estaba ante la 

consideración del TPI la Solicitud de Desestimación por Inexistencia 

de Causa de Acción presentada el 18 de marzo de 2015 por las 

apeladas Sánchez Álamo y Rivera López y la Oposición a Moción de 

Desestimación presentada por la apelante el 28 de diciembre de 

2015. Añadimos, que al momento de emitirse el dictamen apelado 

tampoco se había adjudicado la petición de la apelante para que se 

paralizara el descubrimiento de prueba que presentó el 22 de junio 

de 2016. 

A tenor con el estado de derecho vigente, antes expuesto, la 

desestimación de un caso al amparo de la Regla 39.2 (b) de 

Procedimiento Civil, supra, es una medida drástica que debe 

ejercerse juiciosa y apropiadamente. Maldonado v. Srio. Rec. 

Naturales, 113 DPR 494, 498 (1982). Ya que, están contrapuestos 

dos principios fundamentales, el que los casos sean ventilados sin 

demora y el derecho que una parte tenga su día en corte. Es por ello, 

que se requiere que antes de desestimar un pleito por inactividad, 

se impongan otro tipo de sanciones y, si éstas no surten efecto, 

previo apercibimiento de la situación a la parte y de las 

consecuencias de no corregir la misma, entonces corresponde la 

desestimación del caso. Sin embargo, eso no fue lo que sucedió en 

el caso ante nuestra consideración. Esto, sin tomar en cuenta que 
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aún existían dos asuntos pendientes de ser adjudicados por el 

tribunal. 

En el presente caso el TPI no impuso las sanciones que se 

establecen en nuestro ordenamiento jurídico antes de desestimar el 

caso. El TPI no impuso sanciones al abogado de la apelante como 

medida cautelar a la desestimación, ni impuso sanciones 

económicas a la apelante, ni emitió el apercibimiento 

correspondiente a ésta, antes de tomar la drástica determinación de 

desestimar el pleito.  

Mas aún, el expediente ante nos no refleja de forma clara y 

fehaciente la desatención y el abandono total del caso de parte de la 

apelante. Tampoco se proyecta una conducta contumaz, de mala fe 

o intencional de parte de ésta, que provocara la dilatación de los 

procedimientos. Por el contrario, el expediente denota atrasos en el 

procedimiento atribuibles a la parte apelada. Asimismo, no podemos 

pasar por alto que había una moción dispositiva, en los méritos, y 

una petición relacionada al descubrimiento de prueba que aún no 

habían sido atendidas por el TPI al momento de emitir su dictamen. 

Por tanto, determinamos que desestimar la demanda con 

perjuicio, además de privar a la apelante de su día en corte, es una 

sanción drástica que no es proporcional a su conducta y a las 

incidencias particulares ocurridas en este caso. 

IV 

Por los fundamentos expuestos, se revoca la Sentencia 

apelada y se devuelve al foro de instancia para que continúe con los 

procedimientos de manera consistente con lo aquí resuelto. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


